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El presente escrito pretende reflexionar sobre el manejo de las 
incapacidades prolongadas, que puede llegar a ser crítico para las 
empresas. Abordar situaciones de trabajadores con, por ejemplo, más de 
mil días de incapacidad, es un reto para muchas organizaciones pues 
impacta sus niveles de ausentismo. 

 
Para el análisis se ha tenido en cuenta la reciente reglamentación 

sobre seguimientos periódicos por parte de las EPS, las causales de 
abuso del derecho y suspensión de pago de prestaciones económicas, y 
la normatividad sobre acceso a información clínica de los pacientes. 

 
Se concluye que actualmente se cuenta con más herramientas 

para el manejo de estos casos, a través del seguimiento y la interacción 
con las EPS, siempre que se cuente con la autorización respectiva, y 
adicionalmente es posible reportar situaciones que lleven a sospechar 
abusos del derecho que pueden generar la suspensión del pago de 
incapacidades. 
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ausentismo, incapacidad prolongada, seguimiento periódico. 



 

 
 

 
Abstract 
This paper aims to reflect on the handling of long-term disabilities, 

which can be critical for companies. Addressing worker situations with, 
for example, more than a thousand days of disability is a challenge for 

many organizations as it affects their levels of absenteeism. 

 

The analysis took into account recent regulations on periodic 
monitoring by EPS, the causes of abuse of rights and suspension of 

payment of financial benefits, and rules on access to clinical information 
of patients. 

 

It is concluded that there are currently more tools for handling 

these cases, through follow-up and interaction with the EPS, if the 
respective authorization is obtained, and it is possible to report situations 

that lead to the suspicion of abuses of the right that may lead to the 
suspension of the payment of disabilities. 
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Introducción 

 
De acuerdo con las cifras de la ANDI (1), el principal factor que aporta 
a al ausentismo en las empresas es la enfermedad general (cerca del 
70%), lo cual en algunos casos llega a alcanzar periodos muy largos de 
tiempo debido a la complejidad de la patología o al manejo que se le dé 
por parte de las entidades del sistema de salud. De allí que sea 
necesario conocer las herramientas jurídicas con las que cuenta la 
empresa, a partir de la expedición del Decreto 1333 de 2018, para 
abordar estos casos. 
 
Antes del decreto mencionado, no existía obligación alguna de las 
Entidades Promotoras de Salud (EPS) de realizar seguimientos 
periódicos a las incapacidades prolongadas, más allá de su deber de 
realizar un concepto sobre la posibilidad de rehabilitación y enviarlo a la 
Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) al día 120 de 
incapacidad. Tampoco se contaba con sanciones al interior del sistema 
de salud, para aquellos casos donde se detectaban fraudes o 
situaciones de abuso relacionadas con el tratamiento o la incapacidad 



 

temporal. 
 
Con los cambios incorporados por la normatividad, se considera que se 
generan nuevos mecanismos que permitirán no sólo establecer un 
seguimiento más riguroso a los casos de incapacidades prolongadas, 
sino también la posibilidad de tomar acciones correctivas en las 
situaciones donde se presenten abusos relacionados con las mismas. 
Esto permitirá a las empresas acercarse a las EPS a fin de solicitar el 
cumplimiento y uso de estas herramientas, en busca de mejorar los 
índices de ausentismo que se han venido manejando, por lo cual es 
necesario revisar estas posibilidades y reflexionar acerca de su acción 
en las empresas. 
 

Materiales y Métodos 
 
El presente documento se realizó a partir del uso de técnicas 

de investigación cualitativa, con metodología documental, 
argumentativa y exploratoria, partiendo de conceptos desarrollados 
por la ciencia, la normatividad y la jurisprudencia, para cumplir el 
objetivo de reflexionar acerca de las acciones que pueden tomar las 
empresas frente a la incapacidad prolongada de sus trabajadores. 

 
Resultados 

 
El 27 de julio de 2018 el Ministerio de Salud y Protección Social 
(Minsalud) expidió el Decreto 1333 de 2018 (2), por medio del cual se 
modificaron algunos artículos del Decreto 780 de 2016 (Decreto Único 
del Sector Salud) (3), incorporándose una nueva obligación en cabeza 
de las EPS frente al control y seguimiento de las incapacidades en los 
siguientes términos: 
 

Artículo 2.2.3.2.1. Revisión periódica de la incapacidad. La revisión 
periódica de la incapacidad por enfermedad general de origen común 
será adelantada por las EPS y demás EOC, quienes deberán adelantar las 
siguientes acciones: 
 

1. Detectar los casos en los que los tiempos de rehabilitación y 
recuperación del paciente se desvíen de los previstos para una condición 
de salud específica, identificando el grupo de pacientes que está en 
riesgo de presentar incapacidad prolongada. 

2. Realizar a los pacientes mencionados un plan integral de tratamiento, 
monitoreo y evaluación del proceso de rehabilitación, que permita valorar 
cada sesenta (60) días calendario el avance de la recuperación de su 
capacidad laboral, constatando el curso normal de la evolución del 
tratamiento regular y efectivo y el estado de la recuperación. La 
valoración podrá realizarse antes del plazo señalado si así lo considera el 
médico tratante de acuerdo con la evolución del estado del paciente 

3. Consignar en la historia clínica por parte del médico u odontólogo 
tratante el resultado de las acciones de que tratan los- numerales 
anteriores y comunicar al área de prestaciones económicas de la EPS o 
AFP que tenga a cargo el reconocimiento y pago de la incapacidad, según 



 

sea el caso. 
 
De esta forma Minsalud buscó establecer una ruta para el manejo de 
la incapacidad prolongada por parte de las EPS, con el deber para 
estas de detectar las desviaciones en tiempos de recuperación que 
lleven a generar esta situación, y efectuar revisiones a los planes de 
tratamiento cada 60 días para verificar que se estén cumpliendo 
adecuadamente. Lo anterior, pareciese buscar que no se produzcan 
incapacidades prolongadas en el tiempo debido a la inactividad de la 
entidad, o a la falta de control frente a los tratamientos inefectivos.  
 
Por primera vez Minsalud plantea esta obligación como una forma de 
poder monitorear los casos de incapacidades prolongadas, sin 
embargo, resalta en la normatividad que no se estableció una sanción 
para la EPS que incumpla lo allí dispuesto. En el caso del artículo 142 
del Decreto 019 de 2012 (4), se estableció que las EPS debían 
elaborar y remitir concepto de rehabilitación a las AFP a más tardar al 
día 120 de incapacidad continua, o de lo contrario tendrían que asumir 
el pago de las incapacidades hasta tanto enviaran tal documento; esto 
es un ejemplo claro de sanción por el incumplimiento del deber de la 
EPS, lo cual permite que las entidades estén atentas al cumplimiento 
de términos, pero en el caso de esta disposición del Decreto 1333 no 
se incorporó algo similar.  
 
No obstante, no debe resultar desalentador que no se estableciere en 
el decreto una consecuencia por el incumplimiento de lo aquí 
dispuesto, pues si bien allí no se contempla, es posible remitirse al 
artículo 130 de la Ley 1438 de 2011 (5), donde están consagradas las 
conductas por las cuales puede investigar y sancionar la 
Superintendencia Nacional de Salud (Supersalud) a las EPS, y entre 
ellas destaca en el numeral 7 “incumplir las instrucciones y órdenes 
impartidas por la Superintendencia, así como por la violación de la 
normatividad vigente sobre la prestación del servicio público de salud 
y el Sistema General de Seguridad Social en Salud”. En este numeral 
encaja el incumplimiento del deber de revisión periódica de la 
incapacidad temporal por parte de la EPS, lo que significa que este sí 
puede ser sancionado y, en esa medida, puede exigirse su 
cumplimiento so pena de presentarse una denuncia ante Supersalud. 
 
De esta forma, Minsalud como director del sistema de salud parece 
enfocar sus esfuerzos en el control de los tiempos de la incapacidad, y 
la efectividad de los tratamientos bajo la cobertura de la EPS, a fin de 
poder reducir los casos que se puedan estar presentando por un 
manejo poco efectivo, y esta medida es objeto de vigilancia por 
Supersalud, entidad que puede verificar su cumplimiento de manera 
oficiosa o por medio de denuncia. 
 
Por otro lado, el Decreto 1333 de 2018 configuró como abuso del 
derecho una serie de conductas que pueden ser cometidas por los 



 

usuarios del sistema, con un ánimo defraudatorio hacia este o en 
incumplimiento de su deber de velar por su autocuidado. A estas 
conductas se les establecieron una serie de posibles sanciones, entre 
ellas la suspensión del pago de prestaciones económicas por parte de 
la EPS.  
 
Vale la pena referirse puntualmente a las situaciones de abuso del 
derecho establecidas en el artículo 2.2.3.4.1 del Decreto 78/0 de 
2016: 
 
1. Cuando se establezca por parte de la EPS o EOC que el cotizante no 

ha seguido el tratamiento y terapias ordenadas por el médico 
tratante, no asista a las valoraciones, exámenes y controles o no 
cumpla con los procedimientos y recomendaciones necesarios para 
su rehabilitación en al menos el 30% de las situaciones descritas. 

 
Esta situación se presenta con los pacientes que son inadherentes a 
los tratamientos, o no se presentan a las consultas o terapias 
ordenadas. Ahora bien, la norma indica que debe faltarse al menos al 
30%, lo cual es fácilmente entendible en los casos de las terapias, 
donde se ordenan por ejemplo 10 terapias y el paciente incumple con 
3 de ellas; no obstante, el caso se torna más complejo cuando se trata 
de exámenes o valoraciones médicas, pues estos no tienen una 
periodicidad tal que permita calcular en qué momento se llegar al 30% 
de faltas. Para estos casos podría pensarse que con sólo faltar a 1 
examen ya se está incumpliendo el 100%, ya que no se tiene 
programado uno posterior con el cual hacer el cálculo. 
 
Lo mismo ocurriría con los casos donde no se siga el tratamiento o las 
recomendaciones, pues allí sería difícil calcular el incumplimiento del 
30% de las recomendaciones, si por ejemplo estas consisten en no 
levantar cargas superiores a 30 kilos, ¿cuál sería la forma de 
establecer que se ha incumplido un 30% de esa recomendación? Ya 
que no tiene una periodicidad contra la cual compararse, 
necesariamente tendría que tomarse un solo incumplimiento como el 
100% y en ese sentido aplicar esta causal.  
 

2. Cuando el cotizante no asista a los exámenes y valoraciones 
para determinar la pérdida de capacidad laboral. 

 
Curiosamente para los casos de exámenes y valoraciones para 
determinar la pérdida de capacidad laboral no se estableció un 
porcentaje mínimo de incumplimiento para poder aplicar la causal, y 
basta con que la persona deje de asistir a un examen o valoración 
para que la misma proceda. Justamente así se entendería que han de 
aplicarse en los casos de exámenes o valoraciones que busquen la 
recuperación de salud (numeral anterior), por lo ya descrito. 
 

3. Cuando se detecte presunta alteración o posible fraude en 



 

alguna de las etapas del curso de la incapacidad, para lo cual el 
caso se pondrá en conocimiento de las autoridades competentes, 
quedando obligado a ello quien detecte tal situación. 

 
Situación que se genera en los casos de falsificación de los certificados 
de incapacidad, donde se alteran la cantidad de días otorgados o 
incluso la existencia misma de una incapacidad. Además de ser un 
delito (falsedad en documento público, o privado, dependiendo de su 
emisor), se ha establecido como una causal de abuso del derecho. 
 

4. La comisión por parte del usuario de actos o conductas 
presuntamente contrarias a la ley relacionadas con su estado de 
salud. 

 
Esta es una causal bastante genérica pues hace referencia a cualquier 
acto o conducta presuntamente contraria a la ley, entre lo cual podría 
enmarcarse la falsedad en los certificados de incapacidad. 
 

5. Cuando se detecte fraude al otorgar la certificación de 
incapacidad.  

 
Tal como está descrita la causal, parece implicar al profesional 
responsable de expedir el certificado de incapacidad, pues hace 
referencia al otorgamiento de la misma, y ello compete sólo al 
profesional. En ese sentido, puede verse como una causal dirigida a 
los casos donde no sólo hay un ánimo defraudatorio por parte del 
paciente, sino también por parte del profesional. 
 
Ahora bien, pese a que esta causal parezca centrarse en la conducta 
del profesional de la salud, ello no debería entenderse como una 
limitación al ejercicio de la profesión o una afectación al criterio 
médico. Tal como lo ha manifestado Minsalud (6), es el profesional en 
cada caso el encargado de determinar si es procedente o no la 
expedición de un certificado de incapacidad, actuando bajo su criterio. 
La norma no afecta esta situación, sino aquellas donde no se tome la 
decisión de incapacitar con base en el criterio médico, sino por alguna 
otra circunstancia que termina generando una posible desviación en el 
correcto y ético actuar del profesional. 
 

6. Cuando se detecte que el cotizante busca el reconocimiento 
y pago de la incapacidad tanto en la EPS-EOC como en la ARL por 
la misma causa, generando un doble cobro al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. 

 
Causal que indica la mala fe del cotizante cuando, frente a un mismo 
evento, pretende el pago por parte del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, y del Sistema General de Riesgos Laborales. Para esto 
necesariamente tendría que generar dos incapacidades por el mismo 
periodo de tiempo, pero una descrita como de origen laboral y la otra 



 

como origen común, ya que normalmente esto suele indicarse en el 
contenido del certificado de incapacidad. 
 

7. Cuando se efectúen cobros al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud con datos falsos. 

 
Una causal que hace referencia de nuevo a la falsedad en la 
información entregada. Aquí pueden encajar incluso los casos de 
suplantación de pacientes, esto es, cuando una persona se hace pasar 
por otra para recibir atención en salud y adicionalmente cobra la 
incapacidad que le otorguen. 
 

8. Cuando se detecte durante el tiempo de incapacidad que el 
cotizan te se encuentra emprendiendo una actividad alterna que 
le impide su recuperación y de la cual deriva ingresos. 

 
Situación que se presenta en aquellos casos donde los trabajadores, 
pese a estar incapacitados a fin de lograr su mejoría médica, se 
dedican a realizar actividades lucrativas que afecten tal recuperación. 
Por ejemplo, el caso de un trabajador incapacitado por túnel carpiano, 
que se dedique a labores de transcripción de entrevistas en 
computador en las noches, y de ello derive un ingreso. 
 
Ya que de este tipo de situaciones es más fácil que se entere el 
empleador, pues es quien tiene un contacto más directo con el 
trabajador que la misma EPS, la norma establece que será este quien 
deba informar a la EPS cuando se percate de la ocurrencia, y así 
mismo remita las evidencias con las que cuente (imágenes, 
testimonios de compañeros, etc.), a fin de que la entidad pueda 
determinar si efectivamente se encuentra configurada la causal. 
 
Ante la ocurrencia de las situaciones de abuso del derecho previstas en 
las causales 1, 2, 6 y 8, la EPS debe adelantar el procedimiento 
administrativo regulado en el artículo 2.2.3.4.2 del Decreto 780 de 
2016, en el cual requerirá al afiliado informándole de la posible 
configuración de la conducta, pidiéndole así mismo que presente su 
versión de los hechos, y adicionalmente presente un documento donde 
se comprometa a no volver a incurrir en este tipo de actuaciones. Si el 
afiliado no logra desvirtuar lo manifestado por la EPS, o no se 
compromete con esta a cambiar su conducta, la entidad puede 
proceder con la suspensión del pago de prestaciones económicas al 
afiliado, y ante esta decisión no procede recurso alguno, pues la 
norma no contempló una segunda instancia ante la cual recurrir; sólo 
cuando el trabajador decida comprometerse a cambiar su conducta, se 
retomará el pago de las prestaciones.  
 
Frente a las causales 3, 4, 5 y 7, la EPS debe remitir el caso, junto con 
las pruebas que tenga en su poder, a la fiscalía para que inicie la 
investigación penal respectiva, y allí se determine la responsabilidad o 



 

no en la comisión de la conducta, y con ello pueda procederse tanto a 
la suspensión, como al cobro de los dineros que hubiesen sido 
pagados. 
 
Esta suspensión implica que la EPS no pagará más incapacidades 
temporales al trabajador, y ya que ello obedece a una suspensión por 
abuso del derecho, podría el empleador también negarse al pago de 
las incapacidades y, de esta forma, tomarlas como una licencia no 
remunerada al trabajador, como mecanismo para que este ajuste su 
conducta y realice el respectivo compromiso ante la EPS. 
 
Ahora bien, con la suspensión de pago de prestaciones económicas, 
puede que en ciertos casos se ponga en juego el mínimo vital del 
trabajador, por ejemplo, en el caso de la causal 1 cuando se deja de 
asistir a un porcentaje de las terapias de rehabilitación ordenadas, 
pero se sigue incapacitado durante ese tiempo. Si bien el trabajador 
requiere del pago de las incapacidades para garantizar su mínimo 
vital, la conducta omisiva en el cumplimiento de las terapias indica un 
dolo de su parte al no procurarse su propio cuidado, lo cual en últimas 
justifica la posibilidad de suspender el pago, como mecanismo para 
que encause su actuación conforme lo establecido en la normatividad. 
 
El citado artículo establece también que, dentro del proceso a 
adelantar, una vez se determine la suspensión del pago de 
prestaciones económicas, esta situación se deba informar por parte de 
la EPS al aportante. Esto implica que, si al trabajador se le suspende el 
pago de incapacidades por ser inadherente a los tratamientos 
ordenados, esta suspensión deba comunicarse al empleador a fin de 
que tenga en cuenta que no se realizarán más pagos por tal concepto.  
 
Verificar el cumplimiento de las recomendaciones y la asistencia a las 
terapias, así como el deber de revisar periódicamente las 
incapacidades prolongadas, son obligaciones que esta normatividad le 
impone a las EPS, en busca de evitar que se presenten situaciones 
donde se abuse del derecho, o se estén tomando medidas poco 
eficaces para reestablecer la salud del afiliado. Ahora bien, ya que la 
suspensión del pago es algo que debe ser informado al empleador, allí 
se le hace partícipe de una parte de estas herramientas, y 
adicionalmente, se puede tener la posibilidad de la empresa sea más 
activa, pues ante la sospecha de fraude en la expedición de una 
incapacidad puedes el empleador dar aviso inmediato a la EPS (incluso 
en el caso de las incapacidades de hasta 2 días, las cuales están a 
cargo del empleador), de modo que su rol no se agote sólo en los 
casos de la causal 8, pues la norma no indica que no pueda darse a 
conocer la situación por parte de un tercero, en este caso, la empresa. 
 
Ahora bien, para que la empresa pueda tener un uso completo de las 
herramientas que ha establecido el Decreto 1333 de 2018, es 
necesario que también conozca sobre los seguimientos periódicos que 



 

debe adelantar la EPS para verificar la efectividad del tratamiento 
ordenado, y evitar que se presenten casos de incapacidades 
prolongadas en el tiempo por falta de definición del manejo o un 
tratamiento ineficaz. No obstante, la normatividad no indicó que esta 
información pudiese ser compartida por parte de las EPS a los 
empleadores, por lo cual será necesario que estos cuenten con 
autorización de los trabajadores para que así puedan acceder a esta. 
 
Al respecto, es necesario tener en cuenta la Ley 1581 de 2012 (7), 
que reguló el derecho fundamental al habeas data, esto es, el 
adecuado tratamiento de los datos personales, la cual definió en su 
artículo 5 como datos personales sensibles los “relativos a la salud” y 
estableció en su artículo 7 como requisito para acceder a todo dato 
sensible, la autorización previa del titular o la existencia de una norma 
que permita tal acceso sin autorización previa. 
 
En ese sentido, para que la empresa y particularmente el médico de la 
misma pueda acceder a la información de salud de un trabajador, es 
necesario que cuente con autorización previa del mismo. Esto significa 
que la empresa podría solicitarle a la EPS el cumplimiento de su deber 
de revisar periódicamente las incapacidades prolongadas, pero si no 
cuenta con autorización del trabajador para conocer sus datos de 
salud, la EPS no le podrá dar mayores detalles de su cumplimiento, y 
sólo podrá indicarle que lo está adelantando en los términos de la 
normatividad vigente; sin embargo, si la empresa desea conocer 
puntualmente en qué va el proceso de recuperación del trabajador, 
necesariamente tendrá que contar con su autorización para poder 
tener una conversación más abierta con la EPS. 
 
Lo anterior aplica tanto para la empresa como para el médico de 
Seguridad y Salud en el Trabajo (SST) que preste sus servicios para 
ella, ambos requieren de la autorización previa del trabajador para 
acceder a su información clínica, pues incluso el médico, pese a tener 
tal calidad, debe obtener tal autorización. Valga tener en cuenta que la 
Resolución 1995 de 1999 (8), que regula lo relacionado con la historia 
clínica, indica en su artículo 14 que el equipo médico tendrá derecho a 
acceder a la histórica clínica, pero también define al equipo de salud 
en su artículo 1 como aquellos que “realizan la atención clínico asistencial 

directa del Usuario”, y en el caso del médico de SST, él no interviene en tal 
atención, y por tanto no le aplica el acceso a la historia clínica allí 
establecido. 
 
Por otra parte, la Resolución 2346 de 2007 (9) frente a la historia 
clínica ocupacional, establece en su artículo 16 que podrán tener 
acceso a la misma el médico o el prestador de servicios, requiriendo 
consentimiento previo del trabajador. Incluso en este punto la 
regulación es más fuerte al indicar en el parágrafo del mismo artículo, 
que en ningún caso el empleador podrá tener acceso a la historia 
clínica ocupacional, prohibición que no existe frente al resto de la 



 

historia clínica, esto es, la regulada en la Resolución 1995 de 1999. En 
ese sentido, sólo el médico de SST podrá tener acceso a la historia 
clínica ocupacional, pero para ello la norma le exige que cuente con 
autorización previa del trabajador.  
 
En ese orden de ideas, siempre que el médico de SST de la empresa 
quiera conocer en qué estado se encuentra uno de los trabajadores, 
podrá consultarlo ante la EPS, y esta podrá informarle sólo en el caso 
de que el profesional aporte copia de la autorización que le suministró 
el trabajador. De lo contrario, no podrá acceder a esta información, y 
tampoco podrá tener mayor detalle del seguimiento periódico que 
realice la EPS a las incapacidades prolongadas. 
 
Ahora bien, es necesario tener en cuenta que no cualquier autorización 
es válida para efecto de acceder a los datos de salud de una persona, 
ya que por tratarse de datos catalogados como sensibles por la Ley 
1581 de 2012, requieren de una autorización cualificada o especial. El 
artículo 12 de la citada ley establece los requisitos mínimos que debe 
contener la autorización del titular, y se complementan con los 
indicados en el artículo 2.2.2.25.2.3. del Decreto 1074 de 2015 (10), 
donde se piden requisitos adicionales para las autorizaciones de datos 
sensibles. De la lectura integrada y armónica de ambas normas, se 
tiene que la autorización debe contener: 
 
1. Finalidad del tratamiento de los datos. 
2. Carácter facultativo de la autorización. 
3. El carácter sensible de los datos a tratar. 
4. Los derechos que le asisten como titular de los datos. 
5. La identificación, dirección física o electrónica y teléfono del 

Responsable del Tratamiento. 
 
Con los anteriores requisitos, puede construirse una autorización que 
le sea solicitada a los trabajadores frente a los cuales se quiera 
conocer su información de salud, a efecto de realizar una intervención 
activa ante la EPS o la Institución Prestadora de Servicios de Salud 
(IPS) donde esté siendo atendido.  
 
Con la autorización respectiva, el médico de SST de la empresa – o 
incluso otras áreas de la empresa, siempre que no se trate de historia 
clínica ocupacional- podrá tener acceso a la información de salud del 
trabajador, y así pedir a la EPS que le indique con mayor detalle los 
resultados del seguimiento periódico que deba realizar de las 
incapacidades prolongadas, lo cual, sumado a la posibilidad de 
manifestar a la EPS la detección de alguna de las causales de abuso 
del derecho, o incluso ser informado por esta de la suspensión de pago 
derivada de la ocurrencia de esas situaciones, permite contar con 
mayores herramientas para el manejo de la incapacidad prolongada 
por parte de las empresas.  
 



 

Discusión 
 
A partir de la expedición del Decreto 1333 de 2018, se 

establecieron una serie de mecanismos para contar con un adecuado 
manejo de las incapacidades prolongadas, con el deber de seguimiento 
periódico por parte de las EPS, así como la sanción de una serie de 
conductas que se consideraron abusivas del derecho. Si bien en 
principio estas medidas están dirigidas a las EPS, las cuales están 
obligadas a dar cumplimiento a las mismas, los empleadores podrían 
beneficiarse en su uso, al exigir a las entidades que acaten estos 
deberes, o al contar con la posibilidad de reportar ellos mismos los 
abusos que encuentren configurados. 

 
Siempre y cuando se respete la línea de la privacidad y el correcto 

uso de la información, puede el médico de SST de la empresa, o incluso 
desde otras áreas del empleador (siempre que no se trate de historia 
clínica ocupacional), solicitar al trabajador autorización para tener 
acceso a sus datos de salud, y con ello ampliar aún más su margen de 
acción, pues con ello podrá solicitar un informe detallado a la EPS de la 
forma como ha venido cumplimiento con su deber de seguimiento 
periódico de la incapacidad prolongada, contando con la posibilidad de 
presentar una denuncia formal ante Supersalud en caso de encontrar un 
incumplimiento frente a tal deber. 

 
Pese a que todavía es necesario contar con cifras que permitan 

identificar si esta norma ha impactado o no en el manejo de la 
incapacidad prolongada, se considera un avance la implementación de 
esta regulación en aras de vigilar la efectividad de los tratamientos, y 
sancionar las conductas abusivas que afectan el sistema. 

 
A manera de un análisis crítico del mismo artículo, el autor entrará 

en estado de reflexión, yuxtaponiendo de una manera macro sus 
pensamientos particulares acerca de los desafíos que se enfrentó con la 
investigación. 
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